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DERECHO A LA SALUD Y AL MÍNIMO VITAL / PAGO DE LOS GASTOS DE TRANSPORTE PARA DESPLAZARSE AL CENTRO MÉDICO. [N]o cabe la menor duda en cuanto a que el servicio en virtud del cual solicita el transporte es indispensable para el tratamiento y restablecimiento de la salud del tutelante, máxime si se tiene en consideración su delicado estado de salud; así mismo y de conformidad con lo referido por el actor, se desprende que la suma de dinero que recibe por concepto de pensión de invalidez, no le permite asumir el valor del desplazamiento de su lugar de residencia hasta el sitio en el que es atendido, y para retornar a su casa, con la periodicidad que lo requiere sin que ello afecte su congrua subsistencia y la de su núcleo familiar. (…) [E]n criterio de la Sala y en contraposición a lo concluido por el juez de primer nivel, es viable acceder a lo exigido por el actor con miras a que la EPS S.O.S. le brinde la movilización que requiere para recibir las atenciones en salud, al advertirse que se cumplen los presupuestos establecidos por la jurisprudencia constitucional para otorgar esa pretensión. Bajo esas condiciones se revocará parcialmente la decisión adoptada por el a quo para tutelar el derecho a la salud y mínimo vital del señor HERNANDO HENAO GRAJALES, y en consecuencia le ordenará a la EPS S.O.S. que le suministre el servicio de transporte con miras a lograr la asistencia a las diálisis en esta ciudad, o le entregue el equivalente en dinero para que éste pueda hacer uso del transporte respectivo.
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Acta de Aprobación N°1246
                                                            Hora: 11:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor HERNANDO HENAO GRAJALES, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción instaurada en contra la E.P.S. Servicio Occidental de Salud -S.O.S.- y COLPENSIONES.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor HENAO GRAJALES, se pueden sintetizar así: (i) laboró como trabajador independiente por espacio de 20 años y desde hace 9 se halla afiliado a la EPS S.O.S.; (ii) COLPENSIONES lo pensionó por invalidez en noviembre 25 de 2015, aunque venía con incapacidades desde febrero 2 de 2013; (iii) para el pago de incapacidades tuvo que acudir a dos tutelas y con las mismas solo le pagaron hasta julio 31 de 2013, pues ante su desconocimiento no se dijo que igual se hiciera con las demás otorgadas, ni los jueces lo ordenaron; (iv) con posterioridad a julio 31 de 2013 radicó todas las incapacidades pero su pago fue imposible y al iniciar el trámite para pensión asumió con que ello se las pagarían, pero no lo hicieron; (v) COLPENSIONES negó lo pedido al aducir que no tenía derecho a reliquidar y la EPS S.O.S. también la negó; (vi) no es justo que luego de tantas dificultades deba recurrir a las autoridades para que hagan efectivo su derecho, pues a raíz de sus afecciones fue sometido a diversos procedimientos y durante el período que estuvo incapacitado tuvo que hacer préstamos con familiares y amigos para cumplir sus obligaciones y al acceder a la pensión tuvo que realizar un crédito lo que afectó sus ingresos y su mínimo vital está en riesgo; (vii) no presentó tutela con antelación ante la desinformación y desconocimiento de las normas, ya que se le indicaba que c con la pensión le pagarían todo; (viii) a la fecha se le adeudan incapacidades desde agosto 01 de 2013 hasta octubre 31 de 2015, cuando se le reconoció la pensión; (ix) actualmente continua en hemodiálisis tres veces por semana y debe asumir el transporte desde su residencia a la clínica y sus ingresos   no le alcanzan para ello, por lo que su alimentación es precaria y su calidad de vida muy reducida; (x) tiene una afección en el ojo izquierdo y el médico le ordenó el medicamento MORO UNG que no se encuentra en Colombia y no lo suministran y sin este perderá su visión a raíz del tratamiento renal, y (xi) carece de los medios económicos para su congrua subsistencia, y aunque su familia y amigos le tienden la mano, no pueden acarrear sus gastos.

Pide se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, salud, seguridad social, dignidad humana y vida digna, y en consecuencia, que se ordene a la EPS S.O.S. y a COLPENSIONES, que realicen los trámites para el reconocimiento y pago de las incapacidades adeudadas, las que hacen parte de su mínimo vital; así mismo que la EPS S.O.S. disponga el pago de transporte ida y regreso a las diálisis desde su residencia a la clínica y viceversa tres veces por semana y que le entregue el medicamente MORO UNG, vital para desinflamar su cornea, e igualmente se le ordene el tratamiento integral.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juzgado de primera instancia corrió traslado de la misma a COLPENSIONES y a la EPS S.O.S., los cuales guardaron absoluto silencio. No obstante de la EPS se recibió respuesta con posterioridad a la emisión del fallo, por lo cual no fue tenida en cuenta en su valoración.
3.2.- Culminado el plazo constitucional el juez de primer nivel mediante fallo de octubre 20 de 2017 declaró improcedente el amparó reclamado, por cuanto no existe un motivo válido para la inactividad del actor, no observarse un nexo causal  entre el ejercicio tardío de la tutela y los derechos exigidos, ya que desde octubre 25 de 2017 le fue reconocida pensión de invalidez y por ende su mínimo vital no se encuentra vulnerado ni amenazado; así mismo,  no se cumple con el principio de inmediatez, ya que la tutela surgió luego de casi dos años de presentarse la presunta afectación respecto al no pago de incapacidades.  En cuanto a la entrega de medicina y pago de transporte no se pronunció por cuanto el actor no allegó orden médica ni acreditó haber acudido ante dicha entidad para el reconocimiento de tales gastos.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el HERNANDO HENAO, expuso su inconformidad con la determinación adoptada al considerar lo siguiente: (i) tenía la convicción errada que al reconocerle la pensión le pagarían las incapacidades, según le argumentaron funcionarios de la entidad y ello le generó la confianza legítima al punto de realizar varios préstamos para garantizar su subsistencia; (ii) al recibir su pensión  y al no haberle pagado las incapacidades debió recurrir a créditos con cargo a su mesada para pagar las obligaciones que asumió durante su incapacidad y mientras esperaba tal reconocimiento pensional; (iii) no es justo que se le niegue lo pedido, al pasar por una situación económica precaria, a raíz de las deudas contraídas antes y después de la pensión, por la convicción equívoca que con dicha prestación le pagarían las incapacidades, como así se le dijo por un funcionario de COLPENSIONES; (iv) sus derechos han sido vulnerados ya que con lo que recibe actualmente en suma de $410.000, debe pagar las deudas en las que le hizo incurrir COLPENSIONES; (v) aunque no realizó una actuación anterior, era porque exigía a COLPENSIONES y la S.O.S. hasta que ambas respondieron de forma negativa y no puede  decirse entonces que estuvo inactivo, máxime cuando ello lo reclama desde hace varios años; (vi) las accionadas nunca resuelven de manera rápida, ya que los pone a hacer diligencias hasta que la persona se canse o acuda al Juez para la protección de sus derechos y aun así no cumplen lo ordenado; (vii) en cuanto al no pronunciamiento respecto a la EPS para el trasporte, de su historia clínica se da fe de todo ello y él de manera verbal les pidió tal servicio, pero dijeron que no estaba en el plan de atención; (viii) se encuentra afectado dada su incapacidad económica para su subsistencia, lo que afecta su calidad de vida, y (ix) pide se despachen de forma favorable las pretensiones de la tutela y se revoque el fallo impugnado.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante esta ciudad, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00. 
5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo de los derechos exigidos por el señor HERNANDO HENAO GRAJALES. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide el recurrente.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso lo pretendido por el actor es el amparo de sus derechos al mínimo vital, salud, seguridad social, dignidad humana y vida digna, los cuales considera vulnerados por parte de COLPENSIONES y la EPS S.O.S., toda vez que las mismas se han negado al pago de las incapacidades que le fueron generadas entre agosto 01 de 2013 y  octubre 31 de 2015, e igualmente la EPS no le entrega la medicina que requiere para atender la dolencia en uno de sus ojos.

Como se avizora, una de las pretensiones del accionante va encaminada a que se le reconozcan unos auxilios económicos que en su sentir le asisten, pero conforme lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional, la tutela es un mecanismo especial y transitorio que propende por el aseguramiento ágil de las garantías constitucionales, y en tal sentido, en principio, no está llamada a prosperar cuando se trata de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional. No obstante, el juez puede hacer excepciones al observar que está frente a la posible vulneración de prerrogativas fundamentales y se demuestren condiciones tales como:

“[…] (i) que sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y que (iii) la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria en caso de que sea un particular quien preste este servicio público.

Dentro de las prestaciones sociales se encuentra el reconocimiento y pago de incapacidades. Dicha prestación económica le es reconocida a los afiliados que han tenido una pérdida de capacidad temporal y, en consecuencia, no pueden desarrollar su oficio habitual.

La incapacidad puede ser generada por enfermedad común, o profesional o por un accidente laboral, en el primer caso, le corresponde asumir dicho pago a las Entidades Promotoras de Salud (EPS), en los dos últimos, a las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP).

Esta Corporación, en reiterada jurisprudencia ha establecido que si bien, el pago de incapacidades es un derecho económico, la ausencia de su reconocimiento puede involucrar la vulneración de derechos fundamentales, sobre todo, cuando dicho pago constituye, para el afiliado, la única fuente de recursos indispensables para atender las necesidades básicas, personales y familiares. 

Entonces, siguiendo lo anterior, en los eventos en que la negativa de las EPS o las ARP, para reconocer y pagar las incapacidades otorgadas en virtud de una enfermedad común, profesional o accidente de trabajo, vulneren el mínimo vital del afiliado, la acción de tutela resulta procedente.” 

Así mismo y respecto a la procedencia excepcional de la acción constitucional  para exigir garantías económicas laborales, en sentencia T-212 de 2010 la Alta Superioridad precisó:

“4. Esta Corporación ha reconocido en reiterada jurisprudencia, que corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral respectiva, la competencia para dirimir controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. 

 

5. Sin embargo, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia, la tutela procede por vía de excepción, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada.
 

6. Bajo esta línea argumentativa, en materia de incapacidades por enfermedad debidamente certificada, la Corte en la Sentencia T-311 de 1996, manifestó:

 

“El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales. No solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia” […]” 
En el asunto bajo de estudio, el a quo no tuteló los derechos fundamentales reclamados por el señor HERNANDO HENAO al no darse uno de los requisitos para que proceda la acción constitucional, esto es, el de la inmediatez.
Si bien la Corte Constitucional dentro del análisis de improcedencia de la acción de tutela por el no cumplimiento de la inmediatez ha suplido tal falencia, al considerar que: “hay casos en los que no cabe aplicar de una manera estricta el criterio de la inmediatez en la interposición de la tutela, y, en particular, ha puntualizado que ello ocurre cuando, (i) se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual, y, (ii) cuando la especial situación de la persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, hace que resulte desproporcionado atribuirle la carga de acudir a un juez en un cierto término, caso que se presenta, por ejemplo, frente a quien se encuentra en estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros.” 
, y aunque con fundamento en tal jurisprudencia se entendería superado ese escollo, en criterio de esta Corporación el amparo invocado tampoco resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por el señor HERNANDO HENAO, y por ende la acción de tutela no está llamada a prosperar al contarse con otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.

Y es así porque un tal perjuicio irremediable no está acreditado en este trámite ya que si bien no se le cancelaron incapacidades por algo más de dos años -entre agosto 01 de 2013 y  octubre 31 de 2015-, el tutelante tan solo vino a proceder a su reclamación ante la EPS S.O.S. en febrero 8 de 2017, si tenemos en cuenta para ello la petición que les elevó
 y la respuesta que frente a ello le fue entregada por dicha entidad en mayo 10 de 2017
. Y aunque aduce que igual petición elevó a COLPENSIONES, nada de ello se aportó al dossier, pues lo único que aparece es la resolución GNR 38627 de febrero 2 de 2017 por la cual se le negó la reliquidación pensional.
El actor expresó que no exigió el pago de los subsidios con antelación por  cuanto se le informó que tales valores le serían pagados conjuntamente con la pensión de invalidez que tramitaba y la cual le fue resuelta mediante resolución  GNR 377271 de noviembre 25 de 2015; empero, frente a ello no encuentra explicación atendible la Sala, ya que si los dineros que percibía eran los únicos que le permitían su propio sostenimiento, como lo predicó en sede de tutela,  no se entiende por qué motivo al momento de otorgársele dicha prestación no reclamó el pago de las incapacidades adeudas y únicamente en febrero 8 de 2017, esto es, 14 meses después a requerir dicho pago a la EPS S.OS., para finalmente acudir 8 meses después a solicitar a la justicia constitucional la protección de sus derechos fundamentales, en especial el mínimo vital, si estimaba que esas sumas que recibía por concepto de incapacidades eran las únicas con las que contaba para su subsistencia.

Y es que con la concesión a favor del señor  HERNANDO HENAO de la pensión de invalidez, entiende la Sala que se encuentra superada esa posible afectación al mínimo vital, si es que en algún momento pudo llegar a darse, dado que si desde agosto 01 de 2013 no volvió a recibir pago alguno de incapacidades, no se entiende cómo esperó dos años más mientras se le definía su pensión, cuando podría haber acudido ante el Juez constitucional para que amparara el derecho que consideraba vulnerado, como así lo hizo con antelación, pero contrario a ello guardó absoluto silencio y ello implica que de alguna manera el accionante sí tuvo la posibilidad de solventar sus necesidades.

No obstante que aduce que ello se dio  a raíz de varios préstamos bancarios que hizo, fincado en el hecho de que las incapacidades le serían canceladas conjuntamente con la pensión, no es de recibo para la Sala la manifestación del recurrente, en el sentido de endilgar responsabilidad a COLPENSIONES por haber asumido dichas acreencias, por cuanto ello fue una decisión de carácter personal con fundamento en una simple expectativa, pese a haber sufrido diversas dificultades para lograr que le pagaran algunas de las incapacidades, hasta julio 31 de 2013, lo que se dio  como consecuencia de la intervención de jueces constitucionales, como así lo informó el señor HENAO GRAJALES. 

De lo anterior se infiere que si el actor no hizo uso de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento jurídico para procurar por el pago de los subsidios a que tenía derecho, lo fue por cuanto contaba con algunos medios para solventar sus necesidades básicas, o incluso con la ayuda de algunos de sus familiares y lo que ahora pretende, con desconocimiento de la competencia que le asiste a la jurisdicción ordinaria laboral, es que por vía de esta acción perentoria y sumaria se le protejan sus garantías al mínimo vital y seguridad social, para que se disponga el pago retroactivo de unas sumas cuyo cobro debió efectuar en su debida oportunidad.

Precisamente la jurisprudencia constitucional en relación con tal aspecto fue clara al precisar en sentencia T-344/08 que:

“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Considera la Sala entonces que la decisión adoptada por el a quo al estimar como improcedente el ejercicio de la acción constitucional para el cobro de dichas incapacidades, se encuentra ajustada a derecho y por ende tal determinación no merece reproche alguno.

Sin embargo, situación distinta ocurre frente al reclamo del actor para que la EPS S.O.S. le sufrague los gastos de transporte requeridos, amén de su incapacidad económica. En lo que tiene que ver con tal aspecto, debe indicarse que por vía jurisprudencial
 se ha determinado que en principio tal servicio es una carga que debe asumir el paciente y su familia, y en cierto casos el juez de tutela con el fin de materializar la protección de los derechos a la vida y a la salud, y esté probada la falta de recursos económicos, puede hacer recaer dicha obligación en la EPS. Puntualmente en la sentencia T-073 el máximo Tribunal en materia constitucional reiteró sobre el tema lo siguiente: 

“[…]En esos términos, se encuentra establecido que por vía de tutela se puede impartir la orden para que la empresa prestadora del servicio de salud cubra el transporte, ya sea urbano o de una ciudad a otra, del afiliado y de un acompañante, cuando el paciente lo requiera, de forma que pueda recibir oportunamente los servicios médicos asistenciales.

[…]

Esta Corporación
 ha precisado que si bien en principio la obligación de acudir a un tratamiento corresponde de forma prevalente al paciente y a su familia, existen ciertos presupuestos en los cuales la responsabilidad gravita a cargo de la institución prestadora del servicio, cuando se acredite que ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y de no efectuarse el mismo se ponga en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
 
Adicionalmente, la Corte ha señalado que la asunción de dichos costos de traslados deberán igualmente incluir el de un acompañante, cuando los mismos médicos tratantes así lo consideren estrictamente necesario, o en el evento de que se trate de un paciente que presente una discapacidad mental y no pueda valerse por sí mismo, o que corresponda a un menor de edad o a una persona de la tercera edad.
 

Para concluir, es obligación del juez de tutela analizar las circunstancias de cada caso en particular y determinar si se cumple con los requisitos definidos por la jurisprudencia, caso en el cual, deberá ordenar los pagos de transporte que se requiera cuando se demuestre que carece de recursos económicos  y su traslado para atender su salud es necesario para su recuperación […]” -negrillas fuera de texto-
Acorde con lo antes mencionado, si bien es posible en determinados eventos ordenar a la respectiva EPS por vía de tutela que asuma el costo del transporte requerido por su afiliado para asistir a citas médicas o terapias, incluso, dentro de la misma ciudad, para ello es necesario tener claridad respecto a que la atención médica es indispensable para el tratamiento del afectado, y que la falta de éste constituye un obstáculo para el pleno ejercicio de su derecho fundamental a la salud; pero además de ello, acreditar que el accionante y su núcleo familiar no cuentan con los medios para sufragarlo.

En el caso sometido a estudio, el señor HERNANDO HENAO se encuentra afiliado a la EPS S.O.S. en calidad de cotizante, y el mismo informa que padece de una enfermedad catastrófica -al parecer insuficiencia renal crónica, como se aprecia de la historia clínica oftalmológica que allega
-  y por ende debe recibir 3  hemodiálisis a la semana. Así mismo asegura no contar con los recursos suficientes para sufragar los gastos de transporte para acudir a la clínica donde se le realizan esas terapias y regresar a su vivienda, toda vez que lo que percibe de su pensión -$410.180.oo
- no le alcanza para su congrua subsistencia. Si bien en el dossier no aparece constancia alguna de la atención médica que necesita el actor para tal dolencia, y ante el silencio de la EPS durante el trámite, la Sala conforme lo reglado en el artículo 20 del Decreto 2591/91 dará por cierto lo informado por el actor en tal sentido, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional en la sentencia T-214 de 2011

Por ello, no cabe la menor duda en cuanto a que el servicio en virtud del cual solicita el transporte es indispensable para el tratamiento y restablecimiento de la salud del tutelante, máxime si se tiene en consideración su delicado estado de salud; así mismo y de conformidad con lo referido por el actor, se desprende que la suma de dinero que recibe por concepto de pensión de invalidez, no le permite asumir el valor del desplazamiento de su lugar de residencia hasta el sitio en el que es atendido, y para retornar a su casa, con la periodicidad que lo requiere sin que ello afecte su congrua subsistencia y la de su núcleo familiar.

Mírese igualmente que el accionante fue enfático al mencionar que si bien su familia y algunos amigos le tienden la mano, su núcleo familiar no puede acarrearle todos sus gastos, lo que en sentir de la Sala implica que no cuentan con los medios económicos suficientes para sufragar los costos que demanda el transporte del señor HERNANDO HENAO para las terapias requeridas, máxime que tal desplazamiento no solo le genera un gasto adicional, con lo cual se ve afectado su mínimo vital, sino que pone en mayor riesgo su salud en el evento no poder asistir a las terapias requeridas, a raíz de su afección renal.

Por esas circunstancias especiales del caso puesto de presente, en criterio de la Sala y en contraposición a lo concluido por el juez de primer nivel, es viable acceder a lo exigido por el actor con miras a que la EPS S.O.S. le brinde la movilización que requiere para recibir las atenciones en salud, al advertirse que se cumplen los presupuestos establecidos por la jurisprudencia constitucional para otorgar esa pretensión. Bajo esas condiciones se revocará parcialmente la decisión adoptada por el a quo para tutelar el derecho a la salud y mínimo vital del señor HERNANDO HENAO GRAJALES, y en consecuencia le ordenará a la EPS S.O.S. que le suministre el servicio de transporte con miras a lograr la asistencia a las diálisis en esta ciudad, o le entregue el equivalente en dinero para que éste pueda hacer uso del transporte respectivo. 
Frente al hecho de que la EPS S.O.S. no le autoriza el medicamento MORO UNG que necesita para su afección oftalmológica, del estudio de la historia clínica aportada no se observa anotación alguna donde el especialista se lo haya prescrito, mucho menos cuando a voces del actor tal medicina no se consigue en Colombia y por ello no podía el juez constitucional ordenar una prestación que no ha sido autorizada. 

Así mismo y aunque el actor pidió en la tutela el tratamiento integral para su enfermedad, respecto de lo cual ningún pronunciamiento hizo el a quo en la providencia de primer grado, considera la Sala que en el presente asunto tal pretensión no puede ser concedida, por cuanto salvo lo referido con el medicamento para la visión, no existe constancia alguna que por parte de la EPS S.O.S. se le haya negado su entrega o la de servicios para su patología renal, máxime cuando semanalmente acude a diálisis, lo que implica que la entidad le brinda la atención requerida, y por ende no se evidencia la necesidad de otorgar la prestación reclamada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA
PRIMERO: SE REVOCA PARCIALMENTE la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, y en consecuencia se TUTELAN los derechos fundamentales a la salud y mínimo vital del señor HERNANDO HENAO GRAJALES.
SEGUNDO: SE ORDENA a la EPS Servicio Occidental de Salud -S.O.S.- que le suministre transporte al señor HENAO GRAJALES para asistir a las diálisis que se le realizan tres veces por semana en esta ciudad, o le entregue el equivalente en dinero para que pueda acceder al transporte que requiere para ello.

TERCERO: En lo demás se confirma el fallo adoptado.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Corte Constitucional, Sentencia T-498 de 2010.


� T-518 de 2011.


� Ver folio 13. 


� Ver folio 11. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. 


� Sentencias T-900 y T-567/02, T-099 y T-062/06, T-039/13, T-073/13, y T-206/13.


� Sentencia  T-900 de 2002 M.P Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-467/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver sentencia T-1079 de 2001, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Ver folio 20. 


� Ver folio 14. 


� “Ante la falta de respuesta por parte de la empresa accionada, es procedente dar aplicación a la presunción de veracidad. El artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, dispone que las entidades accionadas tienen la obligación de rendir los informes que les sean solicitados en desarrollo del proceso de tutela dentro del plazo otorgado por el juez, por lo que si dicho informe no es rendido dentro del término judicial conferido, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano la solicitud de amparo, salvo que el funcionario judicial crea conveniente otra averiguación previa”.








Página 1 de 11

